
   

 
 

 
CIDH presenta caso sobre Perú ante la Corte IDH 
 
Washington, D.C. - La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) presentó ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos el Caso 12.701 Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la 
Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT), respecto de Perú. 
 
El caso se relaciona con la vulneración del derecho a la protección judicial por la falta de cumplimiento 
de una sentencia judicial de la Corte Suprema de Justicia de Perú, de octubre de 1993, que reconocía 
derechos pensionarios a los miembros de la Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la 
Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT).  
 
En el informe de fondo, la CIDH recomendó al Estado que cumpla a la brevedad con las sentencias de la 
Corte Suprema de octubre de 1993, y del Tribunal Constitucional de 25 de junio de 1996 y 10 de mayo 
de 2001. Esto implica la adopción inmediata por parte del Estado peruano de las medidas necesarias 
para el pago de la pensión a las personas incluidas en el Anexo único en los términos en los cuales le fue 
reconocido judicialmente, es decir, bajo el régimen del Decreto Ley 20530. Lo anterior incluye el pago de 
los montos  dejados de percibir desde el momento de su jubilación hasta la fecha en que se haga 
efectivo el pago. Tomando en cuenta la inefectividad del proceso judicial de ejecución de sentencia por 
más de 23 años y la urgencia del cumplimiento del fallo dada la avanzada edad de las víctimas, la 
Comisión insta al Estado a implementar inmediatamente un mecanismo expedito para que en el tiempo 
más breve posible se establezcan los efectos patrimoniales del fallo en su favor y se disponga su pago sin 
mayores dilaciones y obstáculos.  
 
Asimismo, la Comisión recomendó Reparar integralmente las violaciones declaradas en el informe, 
incluyendo una debida compensación que incluya el daño material e inmaterial causado. Esta reparación 
debe ser implementada no sólo respecto de los miembros de la ANCEJUB-SUNAT que continúan con 
vida, sino también respecto de aquellos que fallecieron a la esperar del cumplimiento del fallo a su 
favor. En el caso de estas personas, el Estado deberá hacer efectiva la reparación respecto de sus 
familiares.     
 
La CIDH determinó adicionalmente que el Estado adopte las medidas necesarias para evitar la repetición 
de las violaciones declaradas en el informe. Al respecto, el Estado deberá disponer las medidas 
necesarias para asegurar que las empresas estatales cumplan con los fallos judiciales que reconocen 
derechos pensionarios a ex-trabajadores, asegurar que los procesos de ejecución de sentencia cumplan 
con el estándar convencional de sencillez y rapidez, y asegurar que las autoridades judiciales que 
conocen tales procesos se encuentren facultados legalmente y apliquen en la práctica los mecanismos 
coercitivos necesarios para garantizar el cumplimiento de los fallos judiciales.  
La Comisión Interamericana sometió el caso a la jurisdicción de la Corte el 15 de septiembre de 2017, 
porque consideró que Perú no cumplió con las recomendaciones contenidas en el Informe de Fondo.  
 
La CIDH indicó que el caso constituye una manifestación de un problema de alcance estructural relativo 
al incumplimiento de sentencias judiciales, particularmente en lo relativo a derechos pensionarios.  Este 
caso hace parte de un contexto más general reconocido por la Defensoría del Pueblo y que constituye 
una fuente de denegación de justicia en materia de derechos económicos, sociales y culturales.  En ese 
sentido, este caso plantea a la Honorable Corte la oportunidad de referirse a dicho contexto y, 
especialmente, de dictar las medidas de no repetición de carácter estructural que sean pertinentes.   



   

 
 

 
 
La CIDH es un órgano principal y autónomo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), cuyo 
mandato surge de la Carta de la OEA y de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La 
Comisión Interamericana tiene el mandato de promover la observancia y la defensa de los derechos 
humanos en la región y actúa como órgano consultivo de la OEA en la materia. La CIDH está integrada 
por siete miembros independientes que son elegidos por la Asamblea General de la OEA a título 
personal, y no representan a sus países de origen o residencia. 
 
 


